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Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a veinte de mayo 

de dos mil veinticinco. 

 

Visto el estado del expediente FA/136/2024, 

radicado en esta Segunda Sala en Materia Fiscal y 

Administrativa del Tribunal de Justicia Administrativa de 

Coahuila de Zaragoza, para dictar resolución definitiva; lo 

cual se efectúa a continuación. 

 

A N T E C E D E N T E S 
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ADMINISTRATIVA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
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Primero. Demanda. Por escrito depositado en 

buzón jurisdiccional del Tribunal de Justicia Administrativa 

de Coahuila de Zaragoza, en fecha ********, ********, 

demandó al Instituto Electoral de Coahuila, en el que 

señaló como actos administrativos impugnados los 

siguientes:  

“[…] 

III. ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE SE 
IMPUGNAN.   

• El acto administrativo consistente en el acuerdo 
de desechamiento de fecha ********dictado 
dentro del Procedimiento de Reclamación de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado dictado 
por la Secretaría Ejecutiva del Instituto Electoral 
de Coahuila. 

[…]” 

(Fojas ** a ** del expediente). 

 

Segundo. Radicación y admisión de la demanda.      

Con acuerdo de fecha ********, se radicó bajo el 

expediente FA/136/2024, en los índices de esta Segunda 

Sala en Materia Fiscal y Administrativa del Tribunal de 

Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, se 

admitió a trámite la demanda, diversos medios de 

convicción y se ordenó correr traslado a la parte 

demandada. (Fojas ** a ** del expediente). 

 

Tercero. Contestación a la demanda del Titular 

de la Secretaría Ejecutiva del Instituto Electoral de 

Coahuila.  Mediante oficio sin número, presentado del día 

********, en Oficialía de Partes del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza, el Titular de la 
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Secretaría Ejecutiva del Instituto Electoral de Coahuila, 

exhibió contestación a la demanda. (Fojas ** a ** del 

expediente). 

 

En continuación, mediante auto de fecha ********, 

se admitió la contestación a la demanda y los medios de 

convicción allegados con ésta; proveído en el que se 

ordenó correr traslado a la parte accionante, sin perjuicio 

de que ejerciera el derecho a ampliar su demanda. (Fojas 

** a ** del expediente). 

 

Cuarto. Escrito de ampliación a la demanda y 

auto de desechamiento. Por escrito depositado en buzón 

jurisdiccional del Tribunal de Justicia Administrativa de 

Coahuila de Zaragoza, en fecha ********, la parte actora 

exhibió la ampliación a su demanda. (Fojas ** a ** del 

expediente). 

 

Luego, con acuerdo de data ********, se desechó la 

ampliación a la demanda, por las consideraciones vertidas 

en el propio auto. (Fojas ** a ** del expediente). 

 

Inconforme con lo anterior mediante escrito 

presentado en Oficialía de Partes del Tribunal mediante 

deposito en buzón jurisdiccional  con data del ********, la 

parte actora interpuso recurso de reclamación en contra 

del auto de fecha ********, mediante el cual se desechó el 

escrito de ampliación a la demanda. (Fojas ** a ** del 

expediente).  



 

 
 
 
 

 

Por lo que en consecución, el día ********, se dictó 

resolución interlocutoria que declaró infundado el recurso 

de reclamación promovido y confirmo en sus términos el 

auto de fecha ********. (Fojas ** a ** y vuelta del 

expediente).  

 

En auto datado al día ********, se declaró con 

firmeza la resolución interlocutoria que resolvió el recurso 

de reclamación en contra del auto que desecho la 

ampliación la de demanda y por lógica consecuencia el 

ultimo mencionado. 

 

Quinto. Audiencia de Desahogo de Pruebas. En 

fecha ********, tuvo verificativo la audiencia de desahogo 

de pruebas y se concedió a las partes el plazo de cinco días 

para formular alegatos. (Fojas *** a *** y vuelta del 

expediente). 

 

Séptimo. Alegatos y cierre de instrucción. 

Mediante acuerdo de fecha ********, se constató el 

fenecimiento del plazo para la presentación de alegatos, 

en consecuencia, el auto tuvo efectos de citación para 

sentencia -véase foja ***, sentencia que aquí se pronuncia. 

 

R A Z O N E S   Y   F U N D A M E N T O S 
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PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala del 

Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza, es legalmente competente para resolver el 

presente juicio en términos de lo dispuesto en los artículos 

1 y 83, de la Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza; 1, 

3, 11, 12 y 13, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza. 

 

SEGUNDO. Existencia del acto.  

Por razón de método y técnica, en toda sentencia 

primero debe analizarse y resolverse respecto de la 

certeza o inexistencia de los actos y, sólo en el primer caso, 

estudiar las causales de improcedencia aducidas o que se 

adviertan en forma oficiosa por el juzgador y, por último, 

de ser procedente el juicio, entrar a analizar el fondo del 

asunto. 

 

Por identidad jurídica, es aplicable la jurisprudencia 

emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo 

Séptimo Circuito, de rubro y texto:  

“ACTOS RECLAMADOS, CERTEZA O 
INEXISTENCIA DE LOS. TÉCNICA EN EL JUICIO 
DE AMPARO.1”. 

 
1 ACTOS RECLAMADOS, CERTEZA O INEXISTENCIA DE LOS. 
TÉCNICA EN EL JUICIO DE AMPARO. El artículo 91, fracción IV, de 
la Ley de Amparo, establece que procede revocar la sentencia 
recurrida y mandar reponer el procedimiento cuando, entre otros 
casos, el Juez de Distrito o la autoridad que haya conocido del juicio 
en primera instancia haya incurrido en alguna omisión que pudiere 
influir en la sentencia que deba dictarse, en definitiva. Por otra parte, 
de acuerdo con la técnica que rige al juicio de garantías, en toda 
sentencia de amparo, sea directo o indirecto, la autoridad que 
conozca del mismo, en primer lugar debe analizar y resolver respecto 



 

 
 
 
 

 

En el caso, como quedó especificado de la relación 

de resultandos, se tiene en lo medular como acto 

impugnado:  

 

• El acuerdo de desechamiento de fecha ********, 

dictado dentro del Procedimiento de Reclamación de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado dictado por la 

Secretaría Ejecutiva del Instituto Electoral de Coahuila. 

 
de la certeza o inexistencia de los actos reclamados y sólo en el 
primer caso, lo aleguen o no las partes, debe estudiar las causas de 
improcedencia aducidas o que en su criterio se actualicen, para, por 
último, de ser procedente el juicio, dictar la resolución de fondo que 
en derecho corresponda. Lo anterior es así, entre otras razones, ya 
que de no ser ciertos los actos combatidos, resultaría ocioso, por 
razones lógicas, ocuparse del estudio de cualquier causa de 
improcedencia y en el evento de ser fundada alguna de éstas, 
legalmente resulta imposible analizar las cuestiones de fondo; en 
otras palabras, el estudio de alguna causa de improcedencia o del 
fondo del asunto, implica, en el primer caso, que los actos 
reclamados sean ciertos y, en el segundo, que además de ser ciertos 
los actos reclamados, el juicio de garantías sea procedente. A mayor 
abundamiento, el no estudio de la certeza o inexistencia de los actos 
reclamados por parte del Juez de Distrito, independientemente de 
que es contrario a la técnica del juicio de amparo en los términos 
antes apuntados, entre otras cuestiones, trastoca la litis del recurso 
de revisión que hagan valer las partes y limita las defensas de éstas, 
porque la sentencia que se dicte en dicho recurso, podría carecer de 
sustento legal, al no poder precisarse con exactitud, en primer lugar, 
la materia del recurso y, en segundo lugar, sobre qué actos de los 
reclamados es procedente, en su caso, conceder el amparo, sin que 
el tribunal del conocimiento pueda suplir la omisión apuntada por 
carecer de facultades para ello, pues es obligación del Juez de 
Distrito ocuparse de la cuestión de que se trata, siguiéndose con ello 
el cumplimiento de la obligación constitucional de otorgar a las 
partes plenitud de defensa en contra de un acto de autoridad que 
afecte su esfera jurídica, como puede ser la resolución definitiva por 
él dictada. Así pues, si el Juez de Distrito omitió, previamente al 
estudio de la causa de improcedencia que estimó fundada, el análisis 
de la certeza o inexistencia de los actos reclamados, se actualiza la 
hipótesis jurídica que contempla el artículo 91, fracción IV, de la Ley 
de Amparo, procediendo, en consecuencia, revocar la sentencia 
recurrida y mandar reponer el procedimiento 
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La existencia del acto impugnado se encuentra 

acreditada en autos con la exhibición de las documentales 

visibles a fojas ** a **  y ** a ** del expediente. 

 

Las citadas documentales gozan de valor 

demostrativo pleno, en términos de lo dispuesto por los 

numerales 427, 456 y 514, todos del Código Procesal Civil 

del Estado de Coahuila, aplicado de manera supletoria a 

la ley de la materia en términos de su dispositivo 1, toda 

vez que fue expedidas por autoridad en ejercicio de sus 

funciones, ante lo cual, se tiene como existente el acto 

impugnado.  

 

Precisados los actos impugnados, corresponde 

efectuar el análisis de causas de improcedencia.  

 

TERCERO. Causas de improcedencia. Por tratarse 

de una cuestión de orden y método procesal, la 

procedencia del juicio contencioso administrativo es una 

cuestión de orden público y de estudio preferente; por 

identidad jurídica sustancial, cobra vigencia el criterio 

sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en la jurisprudencia 814, publicada en la 

página quinientos setenta y tres, tomo VI, Materia Común, 

del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-

1995, cuya voz y contenido son:  

“IMPROCEDENCIA. CAUSALES DE. EN EL 
JUICIO DE AMPARO.2” 

 
2 IMPROCEDENCIA. CAUSALES DE. EN EL JUICIO DE AMPARO. 
Las causales de improcedencia en el juicio de amparo por ser de 



 

 
 
 
 

 

En el presente asunto no se observan diversas 

causales de improcedencia que hayan hecho valer las 

autoridades demandadas, ni se advierten a prima facie por 

esta Segunda Sala en Materia Fiscal y Administrativa, sin 

perjuicio que del desarrollo del análisis de los conceptos 

de violación puedan advertirse atento a las 

consideraciones de la presente sentencia.   

 

QUINTO. Conceptos de anulación. Los motivos de 

anulación hechos valer por la parte accionante se tienen 

reproducidos, ya que por un lado no existe disposición 

expresa en la ley de la materia que determine deban 

constar en la presente resolución y, por otro, ello se realiza 

en obvio de repeticiones estériles. 

 

Por identidad jurídica sustancial, cobra vigencia la 

jurisprudencia 2a./J. 58/2010, sostenida por la Segunda 

Sala del Máximo Tribunal del país, consultable en la página 

830, Tomo XXXI, del mes de mayo de 2010, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

identificable con el rubro y contenido siguientes: 

<<CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 
PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN.>> 3 

 
orden público deben estudiarse previamente, lo aleguen o no las 
partes, cualquiera que sea la instancia 
3  <<De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", 
del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo 
en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación 
para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su 
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A continuación, procede al examen de los motivos 

de anulación expuestos en la demanda, los cuales serán 

analizados atendiendo a los hechos y los puntos 

debatidos, extrayendo de ellos sus planteamientos torales, 

sin necesidad de atenderlos renglón por renglón y en una 

forma diversa a la planteada, sin que dicha situación 

ocasione un perjuicio a la parte accionante, ya que lo 

relevante es que no se omita su análisis.4 

 
caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y 
exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen 
cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la 
demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los 
estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y 
corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad 
efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin 
introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin 
embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, 
quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, 
atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de 
que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se 
estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que 
efectivamente se hayan hecho valer.>> 
 
4 <<CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU 
ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS 
Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 
de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano 
jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su 
conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los 
demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión 
efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho 
órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, 
sino que la única condición que establece el referido precepto es que 
no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio 
correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por 
grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.>> 
[Época: Décima Época. Registro: 2011406. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 
2016, Tomo III. Materia(s): Común. Tesis: (IV Región) 20. J/5 (10a.). 
página: 2018.] 

 



 

 
 
 
 

 

De igual forma, es necesario precisar que su estudio 

se efectuará bajo el principio de estricto derecho al no 

actualizarse algún supuesto en que deba suplirse la 

deficiencia de los conceptos de anulación; lo anterior, 

tiene apoyo -por analogía- en la tesis 1a. CVIII/2007, 

emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, consultable en la Novena Época del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Materia 

Constitucional, Tomo XXV, del mes de mayo de 2007, 

página 793, visible con el rubro y contexto que enseguida 

se transcriben: 

<<GARANTÍA A LA IMPARTICIÓN DE 
JUSTICIA COMPLETA TUTELADA EN EL ARTÍCULO 
17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS 
ALCANCES.>>5 

 
5 <<El derecho fundamental contenido en el referido precepto 
constitucional implica, entre otras cosas, el deber de los tribunales de 
administrar justicia de manera completa, en atención a los 
cuestionamientos planteados en los asuntos sometidos a su 
consideración, analizando y pronunciándose respecto de cada punto 
litigioso, sin que ello signifique que tengan que seguir el orden 
expuesto por las partes o que deban contestar argumentos 
repetitivos, pues los órganos encargados de dirimir las controversias 
están en aptitud de precisar las cuestiones a resolver, lo que puede 
o no coincidir con la forma o numeración adoptada en los respectivos 
planteamientos, y aunque no pueden alterar los hechos ni los puntos 
debatidos, sí pueden e incluso deben definirlos, como cuando la 
redacción de los escritos de las partes es oscura, deficiente, equívoca 
o repetitiva. Esto es, los principios de exhaustividad y congruencia de 
los fallos judiciales no pueden llegar al extremo de obligar al 
juzgador a responder todas las proposiciones, una por una, aun 
cuando fueran repetitivas, ya que ello iría en demérito de otras 
subgarantías tuteladas por el referido precepto constitucional como 
las de prontitud y expedites- y del estudio y reflexión de otros asuntos 
donde los planteamientos exigen la máxima atención y acuciosidad 
judicial, pues la garantía a la impartición de justicia completa se 
refiere únicamente a que los aspectos debatidos se resuelvan en su 
integridad, de manera que sólo deben examinarse y solucionarse las 
cuestiones controvertidas que sean necesarias para emitir la decisión 
correspondiente.>> 
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La parte demandante medularmente expresó en su 

demanda un solo concepto de anulación señalado como 

Primero en su demanda, mismo que se enuncia de forma 

toral al tenor siguiente: 

 

Primero El acto administrativo vulnera a los artículos 14, 

16 y 109 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y los artículos 1, 35 y 36 de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y de los 

Municipios de Coahuila de Zaragoza, toda vez que, el 

acto impugnado no se resuelve conforme a lo 

solicitado en el escrito inicial, y mucho menos se 

encuentra debidamente fundado y motivado. 

 

En el acto administrativo impugnado se advierte la 

omisión de la hora demandada de hacer estudio de la 

indemnización solicitada por concepto de daño moral, 

está, por una cantidad que no sea menor a la 

reparación de daños materiales y perjuicios 

ocasionados, así como el pago de los intereses legales 

a razón del doce por ciento (12%) anual, hasta que se 

cumpla con las prestaciones solicitadas, ya que 

únicamente se estudió sobre la diversa pretensión 

consistente en la indemnización por los conceptos de 

daños materiales y perjuicios. 

 

 
 



 

 
 
 
 

De lo anterior expuesto de forma sucinta como 

motivos de anulación, se advierte resultan infundados en 

parte e inoperante en otra. 

 

Se explica. 

 

El numeral 16 Constitucional establece: 

 

<<Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su 
persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, 
sino en virtud de mandamiento escrito de la 
autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento. En los juicios y 
procedimientos seguidos en forma de juicio en los 
que se establezca como regla la oralidad, bastará 
con que quede constancia de ellos en cualquier 
medio que dé certeza de su contenido y del 
cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 

[…]>>. 

 

De conformidad con el artículo 16 Constitucional, 

todo acto de autoridad que incida en la esfera jurídica de 

un particular debe fundarse y motivarse. 

 

En este sentido, en materia administrativa, 

específicamente, para considerar un acto autoritario como 

correctamente fundado, es necesario que en él se citen:  

 

a) Los cuerpos legales y preceptos de estos que 

sustenten la emisión de un acto o una resolución 

al particular, y, 
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b) Los cuerpos legales y preceptos de ésos que 

otorguen competencia a la autoridad que emite el 

acto. 

 

Por su parte, la motivación legal ha sido definida por 

el Poder Judicial de la Federación en distintas 

jurisprudencias como la exposición de las circunstancias 

especiales, razones particulares o causas inmediatas que 

haya tomado la autoridad, para emitir un acto que 

trascenderá en beneficio o perjuicio de la esfera jurídica o 

patrimonial de un gobernado. 

 

En otras palabras, cuando la autoridad 

administrativa emite un acto, ésta se encuentra 

obligada a señalar pormenorizadamente en el mismo 

acto los elementos y fundamentos que la llevaron a 

determinar el sentido de su decisión, es decir, de estar 

debidamente fundados y motivado, entendiéndose por lo 

primero la cita del precepto legal aplicable al caso y por lo 

segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales 

que llevaron a la autoridad a concluir que en el caso 

particular encuadra en el supuesto previsto por la norma 

legal invocada como fundamento. 

 

Sobre el tópico, cobra vigencia la jurisprudencia 

I.4o.A. J/43, consultable en la Novena Época del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 

XXIII, mayo de 2006, Materia Común, de la instancia de los 

Tribunales Colegiados de Circuito, página 1531, visible 

con el rubro y contenido siguientes: 



 

 
 
 
 

<<FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL 
ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU 
FINALIDAD SE TRADUCE EN EXPLICAR, 
JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y 
COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal 
de la garantía de legalidad prevista en el artículo 
16 constitucional relativa a la fundamentación y 
motivación tiene como propósito principal y ratio 
que el justiciable conozca el “para qué” de la 
conducta de la autoridad, lo que se traduce en 
darle  conocer en detalle y de manera completa la 
esencia de todas las circunstancias de condiciones 
que determinen el acto de voluntad, de manera 
que sea evidente y muy claro para el afectado 
poder cuestionar y controvertir el mérito de la 
decisión, permitiéndole una real y auténtica 
defensa. Por tanto, no basta que el acto de 
autoridad apenas observe una motivación pro 
forma pero de una manera incongruente, 
insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad 
del conocimiento, comprobación y defensa 
pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o 
abundancia superflua, pues es suficiente la 
expresión de lo estrictamente necesario para 
explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como 
para comunicar la decisión a efecto de que se 
considere debidamente fundado y motivado, 
exponiendo los hechos relevantes para decidir, 
citando la norma habilitadora y un argumento 
mínimo pero suficiente para acreditar el 
razonamiento del que se deduzca la relación de 
pertenencia lógica de los hechos al derecho 
invocado, que es la subsunción.>> 

 

Ahora bajo esta conceptualización es igualmente 

necesario traer a a cita los artículos 1, 14 y 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los 

que se insertan como sigue: 

 

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos 
todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los 
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tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para 
su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse 
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 
condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales 
de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos 
que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos 
Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren 
al territorio nacional alcanzarán, por este solo 
hecho, su libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por 
origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones 
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades de 
las personas.” 

 

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto 
retroactivo en perjuicio de persona alguna. 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino 
mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan 
las formalidades esenciales del procedimiento y 
conforme a las Leyes expedidas con anterioridad 
al hecho. 

En los juicios del orden criminal queda prohibido 
imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de 



 

 
 
 
 

razón, pena alguna que no esté decretada por una 
ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva 
deberá ser conforme a la letra o a la interpretación 
jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los 
principios generales del derecho. 

 

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse 
justicia por sí misma, ni ejercer violencia para 
reclamar su derecho. 

Toda persona tiene derecho a que se le 
administre justicia por tribunales que estarán 
expeditos para impartirla en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, completa e 
imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en 
consecuencia, prohibidas las costas judiciales. 

Siempre que no se afecte la igualdad entre las 
partes, el debido proceso u otros derechos en los 
juicios o procedimientos seguidos en forma de 
juicio, las autoridades deberán privilegiar la 
solución del conflicto sobre los formalismos 
procedimentales. 

El Congreso de la Unión expedirá las leyes que 
regulen las acciones colectivas. Tales leyes 
determinarán las materias de aplicación, los 
procedimientos judiciales y los mecanismos de 
reparación del daño. Los jueces federales 
conocerán de forma exclusiva sobre estos 
procedimientos y mecanismos. 

Las leyes preverán mecanismos alternativos de 
solución de controversias. En la materia penal 
regularán su aplicación, asegurarán la reparación 
del daño y establecerán los casos en los que se 
requerirá supervisión judicial. 

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos 
orales deberán ser explicadas en audiencia pública 
previa citación de las partes. 

Las leyes federales y locales establecerán los 
medios necesarios para que se garantice la 
independencia de los tribunales y la plena 
ejecución de sus resoluciones. 
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La Federación y las entidades federativas 
garantizarán la existencia de un servicio de 
defensoría pública de calidad para la población y 
asegurarán las condiciones para un servicio 
profesional de carrera para los defensores. Las 
percepciones de los defensores no podrán ser 
inferiores a las que correspondan a los agentes del 
Ministerio Público. 

Nadie puede ser aprisionado por deudas de 
carácter puramente civil. 

 

Expuesto el marco constitucional aplicable al caso 

en estudió es menester establecer que el acceso a la 

justicia ha establecido la Primera sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación en su Jurisprudencia identificada 

bajo el registro digital 20155916, como el derecho público 

 
6 DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. ETAPAS Y 
DERECHOS QUE LE CORRESPONDEN. De los artículos 14, 17 y 20, 
apartados B y C, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 8 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, deriva el derecho de acceso efectivo a la justicia, el cual 
comprende, en adición a determinados factores socioeconómicos y 
políticos, el derecho a una tutela jurisdiccional efectiva y los 
mecanismos de tutela no jurisdiccional que también deben ser 
efectivos y estar fundamentados constitucional y legalmente. Ahora 
bien, en la jurisprudencia 1a./J. 42/2007, de rubro: "GARANTÍA A LA 
TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
SUS ALCANCES.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación definió el acceso a la tutela jurisdiccional como el derecho 
público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y 
términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a 
tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o 
a defenderse de ella, con el fin de que, a través de un proceso en el 
que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión 
o la defensa y, en su caso, se ejecute tal decisión; de ahí que este 
derecho comprenda tres etapas, a las que corresponden tres 
derechos: (i) una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho 
de acceso a la jurisdicción, que parte del derecho de acción como 
una especie del de petición dirigido a las autoridades jurisdiccionales 
y que motiva un pronunciamiento por su parte; (ii) una judicial, que 
va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación y a la 
que concierne el derecho al debido proceso; y, (iii) una posterior al 
juicio, identificada con la eficacia de las resoluciones emitidas. Ahora, 
los derechos mencionados alcanzan no solamente a los 
procedimientos ventilados ante Jueces y tribunales del Poder 



 

 
 
 
 

subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y 

términos que fijen las leyes, para acceder de manera 

expedita de forma independiente e imparcial, a plantear 

una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que, a 

través de un proceso en el que se respeten ciertas 

formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa 

y, en su caso, se ejecute tal decisión. 

 

Esta se cumple en tres dimensiones a saber: 

 

I. Una previa, a la que le corresponde el derecho de 

acceso a la justicia, que parte del derecho de acción 

como una especie del de petición dirigido a las 

autoridades y que motiva un pronunciamiento por 

su parte;  

 

II. Una intermedia, que va desde el inicio del 

procedimiento hasta la última actuación y a la que 

concierne el derecho al debido proceso; y,  

 

III.  Una posterior, identificada con la eficacia de las 

resoluciones emitidas 

 

Luego entonces, las formalidades que rigen el 

procedimiento deben ser respetadas, por lo que no todos 

los requisitos para el acceso al proceso pueden 

 
Judicial, sino también a todos aquellos seguidos ante autoridades 
que, al pronunciarse sobre la determinación de derechos y 
obligaciones, realicen funciones materialmente jurisdiccionales. 
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considerarse inconstitucionales, inconvencionales o 

ilegales como lo pretende hacer valer la parte recurrente. 

 

Por identidad jurídica sustancial, cobra vigencia la 

jurisprudencia 1a./J. 10/2014 (10a.), emitida por la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

consultable en la Décima Época Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo 

I, Materia Constitucional, página 487, identificable con el 

epígrafe y contexto siguientes:  

 

“PRINCIPIO PRO PERSONA Y RECURSO 
EFECTIVO. EL GOBERNADO NO ESTÁ EXIMIDO 
DE RESPETAR LOS REQUISITOS DE 
PROCEDENCIA PREVISTOS EN LAS LEYES 
PARA INTERPONER UN MEDIO DE DEFENSA. 
Si bien la reforma al artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, de 10 
de junio de 2011, implicó la modificación del 
sistema jurídico mexicano para incorporar el 
denominado principio pro persona, el cual 
consiste en brindar la protección más amplia al 
gobernado, así como los tratados internacionales 
en materia de derechos humanos, entre ellos el 
derecho a un recurso efectivo, previsto en el 
artículo 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, ello no significa que en 
cualquier caso el órgano jurisdiccional deba 
resolver el fondo del asunto, sin que importe la 
verificación de los requisitos de procedencia 
previstos en las leyes nacionales para la 
interposición de cualquier medio de defensa, 
ya que las formalidades procesales son la vía 
que hace posible arribar a una adecuada 
resolución, por lo que tales aspectos, por sí 
mismos, son insuficientes para declarar 
procedente lo improcedente.” 

 



 

 
 
 
 

En este sentido y de lo expuesto hasta este punto, 

es destacable que, no se deriva necesariamente que las 

cuestiones planteadas por los gobernados deban ser 

resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni 

siquiera so pretexto de establecer la interpretación 

más amplia o extensiva que se aduzca, ya que en modo 

alguno el acceso a la justicia, ni el principio pro persona, 

pueden ser constitutivos de "derechos" alegados o dar 

cabida a las interpretaciones más favorables que sean 

aducidas, cuando tales interpretaciones no encuentran 

sustento en las reglas de derecho aplicables, ni pueden 

derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a las 

últimas que deben ser resueltas las controversias 

correspondientes, tal como acontece en la especie. 

 

Sobre el tópico, cobra ineludible aplicación la 

jurisprudencia 1a./J. 104/2013 (10a.) emitida por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

consultable en la Décima Época del Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, Libro XXV, Octubre de 2013, 

Tomo 2, Materia(s): Constitucional, Común página 906, 

visible con la voz y contenido siguientes: 

 

“PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA 
NECESARIAMENTE QUE LOS ARGUMENTOS 
PLANTEADOS POR LOS GOBERNADOS DEBAN 
RESOLVERSE CONFORME A SUS PRETENSIONES. 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 2, 
octubre de 2012, página 799, con el rubro: 
"PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE 
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SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO 
FUNDAMENTAL APLICABLE.", reconoció de que por 
virtud del texto vigente del artículo 1o. constitucional, 
modificado por el decreto de reforma constitucional 
en materia de derechos fundamentales, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 
2011, el ordenamiento jurídico mexicano, en su 
plano superior, debe entenderse integrado por dos 
fuentes medulares: a) los derechos fundamentales 
reconocidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y, b) todos aquellos 
derechos humanos establecidos en tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte. También deriva de la aludida tesis, que los 
valores, principios y derechos que materializan las 
normas provenientes de esas dos fuentes, al ser 
supremas del ordenamiento jurídico mexicano, 
deben permear en todo el orden jurídico, y obligar a 
todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos 
casos en que sea procedente, a su interpretación. Sin 
embargo, del principio pro homine o pro persona no 
deriva necesariamente que las cuestiones planteadas 
por los gobernados deban ser resueltas de manera 
favorable a sus pretensiones, ni siquiera so pretexto 
de establecer la interpretación más amplia o 
extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese 
principio puede ser constitutivo de "derechos" 
alegados o dar cabida a las interpretaciones más 
favorables que sean aducidas, cuando tales 
interpretaciones no encuentran sustento en las reglas 
de derecho aplicables, ni pueden derivarse de éstas, 
porque, al final, es conforme a las últimas que deben 
ser resueltas las controversias correspondientes.”. 

 

Luego entonces, cobra relevancia, que, en el 

presente caso, la parte demandante en su escrito de 

solicitud de reclamación de indemnización por 

responsabilidad patrimonial, presentada ante el Instituto 

Electoral de Coahuila en data del ******** -visible a fojas ** 

a ** del expediente-, expresa de forma textual en el inciso 

9 del capítulo denominado “IV. LA DESCRIPCIÓN, 

LUGAR Y FECHA DE LOS HECHOS CAUSANTES DE LA 



 

 
 
 
 

LESIÓN PATRIMONIAL SUFRIDA” -véase foja ** del 

expediente-, lo siguiente: 

“9. Atendiendo al presente procedimiento que se 
encuentra contemplado en la Ley de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado y 
Municipios de Coahuila de Zaragoza, así como las 
prestaciones reclamadas, las cuales tienen su 
sustento en los artículos 88, 89, 106, 107, 1895, 
1897, 2861, 2862, 2863, 2864, 2872, 2877, 2878, 
2879, 2880 del Código Civil vigente en el Estado, 
numérales en los que se infiere que el arrendatario 
será responsable de los daños y perjuicios causados 
por el incendio del bien arrendado. En este sentido 
si el Instituto Electoral de Coahuila en su carácter de 
arrendatario se encontraba en posesión del 
inmueble que sufrió daños por el incendio, además 
de que el siniestro ocurrió durante la vigencia del 
contrato, aunado a la presunción de que los objetos 
que originaron el incendio estaban dentro del 
inmueble arrendado al el INSTITUTO ELECTORAL 
DE COAHUILA, es claro que el arrendatario es 
responsable de los daños y perjuicios ocasionados 
en el inmueble a su cargo, así como el pago del 
daño moral por responsabilidad contractual 
originado por su conducta ilícita y el daño 
ocasionado hacia mi persona, por lo tanto lo 
procedente es que se declare la responsabilidad del 
Instituto Electoral de Coahuila respecto a los daños, 
materiales, morales y perjuicios causados en mi 
propiedad y hacia mi persona,” 

(el realce es efectuado es propio) 

 

Resulta luego, en obviedad que la reclamación de 

la demandante surge como bien lo advierte la autoridad 

de origen emisora del acto impugnado a consecuencia de 

una responsabilidad contractual, mientras que la 

reparación patrimonial a que se contrae la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de 

Coahuila de Zaragoza, es entendida a los actos de la 

administración realizados de manera ilegal o anormal, es 
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decir, sin atender a las condiciones normativas o a los 

parámetros creados por la propia administración. 

 

Bajo tal suerte, la regulación atinente para resolver 

el asunto de trato, lo es la que sigue al acto principal “el 

contrato de arrendamiento del bien inmueble afectado o 

consumido con motivo del incendio suscitado el día 

********” y que como bien se establece por la autoridad 

demandada surge con motivo de una reclamación del 

pago del daño moral por responsabilidad contractual -tal 

como lo solicito el propio demandante-. 

 

Luego entonces, en el acto impugnado se refirió de 

forma directa a dicha solicitud y en virtud de ello invoco el 

precedente  contenido en la sentencia de amparo en 

revisión 1339/2023 resuelto por la Segunda Sala de 

Nuestro máximo Tribunal en el País, en cuanto, robustece 

su consideración de limitar la responsabilidad 

extracontractual del Estado por daños causados en el 

patrimonio de los particulares de su actividad irregular y 

no a partir de una relación contractual, así como se 

sustentó en los artículos 1, 34 ,35 y 36 de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de 

Coahuila de Zaragoza7, en consecuencia resulta manifiesto 

 
7 Artículo 1. La presente ley es reglamentaria del último párrafo del 
artículo 160 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de 
Zaragoza, sus disposiciones son de orden público e interés general y 
tiene por objeto reconocer el derecho a la indemnización por daños 
y perjuicios que se generen con motivo de la actividad administrativa 
irregular de los entes públicos del Estado o de sus municipios y 
establecer las bases, límites y procedimientos para que los 
particulares ejerzan este derecho. 



 

 
 
 
 

lo infundado del concepto de anulación en este sentido, 

pues si existió una referencia clara y expresa a la acción 

reparatoria patrimonial intentada frente al Instituto 

demandado, sin que una se pueda escindir una de la otra 

ante la clara y expresa cita por el aquí demandante en 

cuanto pretendía el pago del daño moral por 

responsabilidad contractual, como quedó de manifiesto 

con la transcripción de lo conducente plasmado por 

demandante en la referida solicitud. 

 

Lo anterior sin que conlleve per se en el actuar de la 

autoridad demandada, resulte en una omisión de estudiar 

o pronunciamiento de cada una de las pretensiones del 

solicitante, si las mismas deben ser colegidas en análisis 

conjunto al derivar de una misma causa contractual y no de 

responsabilidad objetiva patrimonial en términos de Ley 

 
Artículo 34. Las causas de improcedencia y sobreseimiento se 
analizarán de oficio por la autoridad que conozca de la reclamación 
planteada. 
Artículo 35. La reclamación por responsabilidad patrimonial 
notoriamente improcedente, será desechada de plano por la 
autoridad ante la cual se presente, por acuerdo debidamente 
fundado y motivado, en términos de las disposiciones jurídicas 
aplicables. 
Al reclamante que promueva una demanda por responsabilidad 
patrimonial notoriamente improcedente o afirme hechos falsos, se le 
impondrá una multa cuyo monto será equivalente de cincuenta a 
doscientas unidades de medida y actualización. 
Artículo 36. Las reclamaciones serán improcedentes cuando: 
I. El plazo para su presentación haya prescrito; II. No se afecte el 

interés jurídico del reclamante; 
II. El daño haya sido causado por una obligación jurídica que el 

reclamante estaba obligado a soportar; 
III. Se actualice alguno de los casos previstos en el artículo 23 de 

esta ley; y 
IV. De las constancias apareciere claramente demostrado que no 

existe el acto que se reclama como irregular. 
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de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios 

de Coahuila de Zaragoza, de ahí su notoria improcedencia. 

 

Ahora en este sentido al no verse confrontados de 

forma frontal con argumentos tendientes a demostrar la 

ilegalidad de las consideraciones vertidas por la autoridad 

demandada que los combatan, el único concepto de 

anulación plasmado por la parte accionante del juicio 

contencioso administrativo deviene inoperante, lo que 

encuentra su fundamento por identidad de razón, en las 

jurisprudencias con número de registro digital 159947, 

178556 y 219021, todas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, cuyo rubro y texto dicen: 

AGRAVIOS INOPERANTES. SON AQUELLOS 
QUE NO COMBATEN TODAS LAS 
CONSIDERACIONES CONTENIDAS EN LA 
SENTENCIA RECURRIDA. Ha sido criterio 
reiterado de esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, que los agravios son inoperantes cuando 
no se combaten todas y cada una de las 
consideraciones contenidas en la sentencia 
recurrida. Ahora bien, desde la anterior Tercera 
Sala, en su tesis jurisprudencial número 13/90, se 
sustentó el criterio de que cuando el tribunal de 
amparo no ciñe su estudio a los conceptos de 
violación esgrimidos en la demanda, sino que lo 
amplía en relación a los problemas debatidos, tal 
actuación no causa ningún agravio al quejoso, ni 
el juzgador de amparo incurre en irregularidad 
alguna, sino por el contrario, actúa debidamente 
al buscar una mejor y más profunda comprensión 
del problema a dilucidar y la solución más 
fundada y acertada a las pretensiones aducidas. 
Por tanto, resulta claro que el recurrente está 
obligado a impugnar todas y cada una de las 
consideraciones sustentadas por el tribunal de 
amparo aun cuando éstas no se ajusten 
estrictamente a los argumentos esgrimidos 



 

 
 
 
 

como conceptos de violación en el escrito de 
demanda de amparo. 
 [el realce es propio.] 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 
SON INOPERANTES CUANDO LOS 
ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO 
O EL RECURRENTE SON AMBIGUOS Y 
SUPERFICIALES. Los actos de autoridad y las 
sentencias están investidos de una presunción de 
validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando 
lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es 
ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni 
concreta algún razonamiento capaz de ser 
analizado, tal pretensión de invalidez es 
inatendible, en cuanto no logra construir y 
proponer la causa de pedir, en la medida que 
elude referirse al fundamento, razones decisorias 
o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, 
tal deficiencia revela una falta de pertinencia 
entre lo pretendido y las razones aportadas que, 
por ende, no son idóneas ni justificadas para 
colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los 
argumentos o causa de pedir que se expresen en 
los conceptos de violación de la demanda de 
amparo o en los agravios de la revisión deben, 
invariablemente, estar dirigidos a descalificar 
y evidenciar la ilegalidad de las 
consideraciones en que se sustenta el acto 
reclamado, porque de no ser así, las 
manifestaciones que se viertan no podrán ser 
analizadas por el órgano colegiado y deberán 
calificarse de inoperantes, ya que se está ante 
argumentos non sequitur para obtener una 
declaratoria de invalidez. 

AGRAVIOS EN EL RECURSO DE QUEJA. SON 
INOPERANTES LOS QUE NO CONTROVIERTEN 
TODOS LOS ARGUMENTOS EN LOS QUE SE 
APOYA LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. Si la 
resolución del Juez de Distrito, relativa a la 
suspensión provisional se sustenta en dos o más 
razonamientos y el recurrente no combate 
todos y cada uno de ellos, los agravios 
expresados en el recurso de queja devienen 
inoperantes, porque al no atacarse todos los 
argumentos en los que se apoya la resolución 
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impugnada, tales razonamientos siguen 
rigiendo el sentido de ésta. 
(el énfasis añadido es de mutuo.) 

AGRAVIOS EN LA REVISION. SON 
INOPERANTES SI NO ATACAN LOS 
FUNDAMENTOS DE LA SENTENCIA. Si en la 
resolución recurrida el Juez de Distrito sostiene 
diversas consideraciones para desechar la 
demanda y el recurrente lejos de combatirlas, se 
concreta a señalar una serie de razonamientos, 
sin impugnar directamente los argumentos 
expuestos por el juzgador en que apoyó su 
fallo, es evidente que los agravios resultan 
inoperantes. 

 

En este hilo conductor esta Segunda Sala en materia 

Fiscal y Administrativa del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza, no advierte 

violación a de derechos humanos, en cuanto a las 

violaciones que se alegan y sobre las que descansan las 

afirmaciones del concepto de anulación en este sentido y 

sustentadas las consideraciones vertidas en esta 

resolución apegadas a derecho y los principios de 

legalidad, máxima publicidad, respeto a los derechos 

humanos, verdad material, razonabilidad, 

proporcionalidad y debido proceso, que rigen el actuar 

de esta Segunda Sala en Materia Fiscal y Administrativa 

del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza, de conformidad con el párrafo cuarto del 

artículo 1 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

 

En términos de lo expuesto, razonado y fundado, 

encontrándose infundado por una parte e inoperante 

por la otra el concepto de anulación vertido por la parte 



 

 
 
 
 

accionante y con fundamento en los artículos 85, 87 

fracción I, y demás relativos de la Ley del Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila de 

Zaragoza, es de resolverse y se: 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO. La parte accionante ********, no probó 

su pretensión en este juicio. 

 

SEGUNDO. Se reconoce la validez del acto 

impugnado consistente en el acuerdo de desechamiento 

de fecha ********, dictado dentro del Procedimiento de 

Reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado 

dictado por la Secretaría Ejecutiva del Instituto Electoral de 

Coahuila, en términos del Quinto Considerando de esta 

resolución. 

 

Notifíquese; personalmente a la parte accionante y 

mediante oficios a las autoridades demandadas. 

 

Efectúense las anotaciones atinentes en el libro de 

gobierno que corresponde. 

 

Así lo resolvió y firma Alfonso García Salinas, 

Magistrado de la Segunda Sala en Materia Fiscal y 

Administrativa del Tribunal de Justicia Administrativa de 

Coahuila de Zaragoza, ante Alondra Cárdenas Oxte, 

Secretaria de acuerdo y trámite que autoriza y da fe de sus 

actos. Doy fe. 



 JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FA/136/2024 
 

 

 

 

E.G.R. 

 

Esta hoja corresponde a la resolución emitida en los autos del expediente 
del juicio contencioso administrativo sumario FA/136/2024 interpuesto 
por ******** contra el Instituto Electoral de Coahuila. 

 


